	Fecha
	7 de julio de 1977
	Sesión número
	41

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ORLANDO PERALTA ARIAS, APODERADO DE LA SOCIEDAD “COMPAÑÍA DE DESARROLLO URBANÍSTICO RIOJALANDIA S.A.”

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que el Ministerio de Gobernación no ha ordenado el desalojo de las personas que invadieron terrenos de la finca del Partido de Puntarenas propiedad de su representada, lo cual ocurrió el 27 de noviembre de 1976.  En el recurso se alega la infracción de los artículos 41, 45 y 48 de la Constitución Política. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que no existe nada que pueda determinar el tiempo de ocupación, ni tampoco el recurrente ha demostrado que los ocupantes tengan menos de un año de estar en posesión de esos terrenos. En consecuencia, por la duda planteada en cuanto al tiempo de invasión, y en vista de la evidente falta de delimitación de linderos, el Ministerio se declaró incompetente para intervenir en el desalojo de la finca invadida.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. El artículo 41 de la Constitución Política va dirigido a los órganos públicos que deban pronunciarse sobre la reparación de injurias y daños, y sólo ellos podrían infringirlo, más no el funcionario que, con su actuación u omisión, haya lesionado algún otro derecho de cuyo quebranto se deriven daños y perjuicios, por lo que el Ministro no ha podido infringir el derecho consagrado en el citado artículo 41. Tampoco ejecutó ni hizo ejecutar ningún acto que constituya despojo, menoscabo o amenaza contra la propiedad privada, ni puede tampoco surtir esos efectos la simple abstención de ordenar el desalojamiento del inmueble que otras personas ocuparon, por lo que no se ha quebrantado el artículo 45 constitucional. Los Magistrados Jacobo, Vallejo y Valverde fundamentan su voto.


N° 41
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día siete de julio de mil novecientos setenta y siete, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Arroyo, Odio, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Fernández, Valverde, Trejos y Porter. 
Artículo X
Se conoció de un recurso de Amparo interpuesto por el ingeniero Orlando Peralta Arias, en su carácter de apoderado de la sociedad “Compañía de Desarrollo Urbanístico Riojalandia S.A.”, contra el señor Ministro de Gobernación.  El recurrente planteó el amparo por cuanto el Ministerio de Gobernación no ha ordenado el desalojo de las personas, que según lo afirma, invadieron terrenos de la finca número veinte mil cincuenta y cinco, de Partido de Puntarenas, situada en Barranca, lo cual ocurrió el veintisiete de noviembre de mil novecientos setenta y seis.  En el recurso se alega la infracción de los artículos 41, 45 y 48 de la Constitución Política, y se invocan también los artículos 304 del Código Civil, 92 de la Ley de Tierras y Colonización, 1° y 3° inciso a) y 13 de la Ley Orgánica de la Guardia de Asistencia Rural, y 1° y siguientes de la Ley de Amparo.-

El señor Ministro de Gobernación contestó el recurso en memorial de fecha veinticuatro de marzo del corriente año; y luego de hacer una amplia exposición de los antecedentes del caso, el señor Ministro expresó, en resumen lo siguiente: “El desalojo de precaristas es una labor delicada, que requiere del concurso de personas especializadas en estos asuntos.  No obstante la falta de personal especializado, en las oportunidades en que este Ministerio ha actuado, lo ha hecho basado en elementos que han ayudado a determinar, positivamente, el tiempo de la invasión, así como la existencia de carriles, voltea de montaña, cultivos o sembrados.  Pero eso no se da en el caso concreto, pues no existe nada que pueda determinar el tiempo de ocupación, ni tampoco el actor ha demostrado en ningún momento que los ocupantes tengan menos de un año de estar en posesión de esos terrenos. En consecuencia, por la duda planteada en cuanto al tiempo de invasión, y en vista de la evidente falta de delimitación de linderos, este Ministerio se declaró incompetente para intervenir en el desalojo de la finca invadida, pues la precitada confusión de linderos o sea de ausencia total de cercas por el lado, y la ausencia parcial de las mismas, por otro, se presenta precisamente en el lugar que el actor alega son tierras de su representada.  Como es de conocimiento de los señores Magistrados, no es competencia de este Ministerio en particular, o de la vía administrativa en general, resolver conflictos de linderos.  Para mayor abundamiento es necesario decir que no sólo esta vía existe para resolver estos asuntos cuando la invasión tenga menos de un año, ya que también puede presentarse ante la autoridad respectiva, interdicto de amparo de posesión o de restitución, o denunciar o acusar a los ocupantes por el delito de usurpación”.

Luego de una amplia deliberación se acordó; Declarar sin lugar el recurso con base en las siguientes consideraciones:

I.- Están probados los siguientes hechos: 1°) Que la “Compañía de Desarrollo Urbanístico Riojalandia S.A.” otorgó poder especial a Orlando Peralta Arias para establecer este recurso (certificación de folio 2). 2°) Que dicha Compañía es dueña de la finca inscrita en el Registro Público de la Propiedad, Partido de Puntarenas, tomo 2188, folio 338, número 20.055, asiento 3, que según el Registro es terreno para agricultura, con cuatro edificios destinados a bodegas, situada en el distrito y cantón primeros de Puntarenas, mide 34 hectáreas, 94 áreas, 48 decímetros y 96 centímetros cuadrados, y tiene los siguientes linderos; Norte, carretera a Puntarenas; Sur, Marwing Ltda., Fausto Catgens y Federico Delacroix; Este, Riojalandia S.A., Arthur Clifford y Río Barranca; y Oeste, carretera a Puntarenas y calle pública (certificación de folio 1°). 3°) Que el 10 de diciembre de 1976 el Ministerio de Gobernación recibió un escrito del señor Peralta, en el que éste informó que la citada finca de su representada había sido invadida por varias personas y solicitó su desalojamiento por medio de la Guardia de Asistencia Rural (escritos del recurso y de contestación folio 3, 4, 5 y 8 a 11). 4°) Que ese mismo día 10 de diciembre de 1976, el Jefe del Departamento Legal del Ministerio Lic. Nísida Jiménez Dam, envió oficio al Sub-Director General de la Guardia de Asistencia Rural, junto con la documentación correspondiente, y le pidió practicar una inspección ocular para determinar el tiempo que tenía de haberse producido la invasión (piezas citadas). 5°) Que la inspección ocular fue practicada a las 9 horas del 12 de diciembre de 1976 por el señor Amadeo Chavarría Argüello, Director Regional C de la Guardia de Asistencia Rural, asistido de otras autoridades, y en el acta se anotó lo siguiente: a) la existencia de gran cantidad de terreno debidamente tractoreado, limpio y apto para edificaciones, cercado del lado sur, no así por el lado este; b) no se encontraron restos que indiquen que haya habido destrucción de cercas por ninguno de los costados; y c) si bien se dijo que no existía dentro de la finca ninguna invasión de personas o precaristas, también se expresó que al costado este de la finca, en lo que es el playón del Río Barranca, sí existen alrededor de 150 viviendas improvisadas de gentes de escasos recursos, y se recomendó tomar medidas drásticas por el peligro a que se exponen los moradores por las inundaciones que se producen en época de invierno (piezas citadas). 6°) Que ante la primera manifestación antes indicada de que dentro de la finca no existía invasión alguna, se ordenó una segunda inspección ocular que practicó el 17 de enero de 1976 el señor Guillermo Salas Monge, Delegado Departamental de la Guardia de Asistencia Rural de Puntarenas, quien informó que la finca se encuentra invadida de precaristas por el costado Sur-Este y Sur- Oeste, en un terreno de aproximadamente 250 metros de ancho que va de la orilla del Río Barranca hacia el costado Norte, y por el Sur-Este desde la ciudadela Guadalupe hacia el Sur Oeste, en una longitud de 700 metros aproximadamente; hay unas 125 casas, algunas de cemento y block, otras de madera nueva, y otras de material malo; hay cuadrantes y calles bien delineadas; agregó que la invasión se produjo en la última semana de octubre de 1976 y que los límites de la finca están equivocados según la fotocopia de la escritura (piezas citadas). 7°) Que en el mes de febrero último se practicó una tercera inspección ocular por el señor Mario Abellán Alvarado, del Departamento Legal del Ministerio, quien informó que existe gran cantidad de gente en un terreno situado entre el Río Barranca y una cerca en regular estado, que va de Este a Oeste; la cerca llega hasta un poco más de la mitad de la finca, luego sigue una hilera de árboles que sirvieron de cerca alguna vez, pero que ahora no hay nada; la franja que ocupan los llamados “Precaristas” mide aproximadamente unos 200 metros de ancho por unos 700 a 800 metros de largo; en esa franja únicamente existe la cerca ante descrita y otra por el lado Oeste, pero por el lado Este no existe nada, ni siquiera rastros de haber existido cerca por ahí alguna vez, inclusive hay un camino que va paralelo a la cerca ante citada, a una distancia de unos 15 a 20 metros; no hay evidencia de destrucción de cercas y las construcciones existentes unas son nuevas y en perfecto estado, de block, madera y zinc, otras son verdaderos tugurios, construidas de bolsas plásticas, latas viejas, pedazos de madera, cartón u otros materiales; hay cuadrantes debidamente marcados, lo mismo que lotes marcados con sus estacas o con cercas de alambre; no hay cultivos o sembrados. Con lo que se observó sobre el terreno no es posible determinar la fecha probable de la invasión; algunos invasores y aun los mismos vecinos de la localidad manifestaron que esos terrenos siempre los han conocido como “playón del Río Barranca”, que son terrenos sin dueño pero que han tratado de apropiárselos los dueños de fincas aledañas (piezas citadas) y 8°) Que el Ministerio de Gobernación se estimó incompetente para intervenir en el desalojamiento solicitado, primero por considerar que hay confusión de linderos, ante la ausencia de cercas, total por un lado y parcial por otro; segundo porque no se pudo determinar la fecha probable de la invasión; y tercero porque existen otros medios en la vía judicial para resolver asuntos como el presente ( piezas citadas).
II.- Manifiesta el recurrente que el señor Ministro de Gobernación violó los artículos 41 y 45 de la Constitución Política, al negarse a efectuar el desalojamiento de las personas que invadieron la finca de su representada, no obstante que, como autoridad superior que es el Cuerpo de la Guardia de Asistencia Rural, es función suya velar por la seguridad de la propiedad, conforme lo disponen los artículos 305 del Código Civil, 1 y 3 inciso a) y 13 de la Ley Orgánica de la Guardia de Asistencia Rural No. 4639 de 16 de setiembre de 1970, habida cuenta de lo que es un poseedor en precario según el artículo 92 de la Ley de Tierras y Colonización No. 2825 de 14 de octubre de 1961 y sus reformas.-

III.- En cuanto al artículo 41 de la Constitución Política ya esta Corte tiene resuelto que “lo que esa regla establece es el derecho a la reparación de las injurias y daños y a obtener justicia pronta y cumplida, en estricta conformidad con las leyes; de suerte que el artículo 41 va dirigido a los órganos públicos que deban pronunciarse sobre la reparación de esas injurias y daños, y sólo ellos podrían infringirlo, más no el funcionario que, con su actuación u omisión, haya lesionado algún otro derecho de cuyo quebranto se deriven daños y perjuicios” (ver sesión de 5 de abril de 1977, artículo I)  Como el señor Ministro no es el funcionario que debe resolver sobre las injurias y daños que haya sufrido la propietaria de la finca, no ha podido infringir el derecho consagrado en el citado artículo 41.-
IV.-  También debe desestimarse el recurso en lo que concierne al artículo 45 de la Constitución Política, a cuyo tenor la propiedad es inviolable, puesto que fueron otras personas las que se posesionaron de los terrenos que reclama como propios la Compañía recurrente, no así el Ministerio de Gobernación ni empleados que actuaran a su servicio o siguiendo instrucciones de éste, o particulares que lo hicieran de consuno con ese alto funcionario, como para afirmar que la violación fue cometida por él en cualquiera de las diversas formas en que podría atribuírsele responsabilidad a causa de los actos de ocupación realizados por otros.  De manera que el señor Ministro se encuentra a salvo de todo reproche por violación del artículo 45, pues no ejecutó ni hizo ejecutar ningún acto que constituya despojo, menoscabo o amenaza contra la propiedad privada, ni puede tampoco surtir esos efectos la simple abstención de ordenar el desalojamiento del inmueble que otras personas ocuparon.

Los Magistrados Jacobo, Vallejo y Valverde también fundamentan su voto en las siguientes razones:


Reiteradamente se ha resuelto que el recurso de amparo únicamente procede tratándose de actos arbitrarios de cualquier autoridad, funcionario o empleado, que viole o amenace violar los derechos consagrados en la Constitución Política, y para este efecto se considera que es arbitrario un acto u omisión cuando es cometido por pura voluntad o capricho, sin poder invocar ninguna regla legal en apoyo de su acción.  También se ha resuelto que dicho recurso no se da para ventilar problemas de validez o eficacia legal, que deben discutirse en otra vía, porque de lo contrario sería desnaturalizarlo y convertirlo en un contralor de legalidad y no de constitucionalidad.  De acuerdo con las circunstancias del caso concreto, y de que dan cuenta los hechos que se han tenido por probados, no puede calificarse de arbitraria ni caprichosa la actitud del señor Ministro, al abstenerse de ordenar el desalojamiento de las personas que dice el recurrente ocupan la finca de su representada, porque, como lo expresó el señor Ministro, tuvo base para considerar; primero, que hay confusión de linderos, ante la ausencia de cercas, total por un lado y parcial por otro; segundo, que no se pudo determinar en esa vía la fecha probable de la invasión, y tercero, porque existen otros medios en la vía judicial para resolver asuntos como el presente.  De manera que la actitud del señor Ministro es de elemental prudencia y tiene apoyo en disposiciones legales que señalan la vía judicial y dentro de ella diferentes medios para discutir y resolver en forma amplia esta clase de asuntos, y no dentro de marco estrecho y sumario de un recurso de amparo, sobre todo cuando en un caso como el presente, por haber disposiciones legales que apoyan la actitud del señor Ministro, no aflora en forma evidente ninguna violación a un derecho constitucional, por lo que tampoco se ha infringido el artículo 45 de la Constitución Política.-
